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AMPARO EN REVISIÓN 1844/2004. 

QUEJOSO: **********.

PONENTE: MINISTRO JUAN n. SILVA MEZA.

SECRETARIo: PEDRO ARROYO SOTO.

México, Distrito Federal. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día once de enero de dos mil cinco.

COMISIONADO PARA 

ELABORAR EL ENGROSE: 

MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ
SECRETARIO: **********
V I S T O S;  Y,

R E S U L T A N D O:

PRIMERO.- Mediante escrito presentado el trece de febrero de dos mil cuatro, ante la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materia Administrativa en el Estado de Jalisco, con residencia en la ciudad de Guadalajara, **********, por su propio derecho, demandó el amparo y protección de la Justicia Federal en contra de las autoridades y por los actos que a continuación se precisan:

“Las Autoridades Responsables--- 1. El Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, el C. Vicente Fox Quesada.--- 2. El H. Congreso de la Unión.--- 3. El Secretario de Gobernación.--- 4. El Director del Diario Oficial de la Federación.--- 5. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, como autoridad encargada de ejecutar y recaudar el impuesto reclamado.--- 6. El Servicio de Administración Tributaria como autoridad encargada de ejecutar y recaudar el impuesto reclamado.--- 7. El Gobierno del Estado de Jalisco, por conducto del poder ejecutivo.--- La Ley o Acto que se combate--- 1. Del Presidente de la República.- La promulgación de la reforma sufrida en el artículo 2 C de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, publicada el 31 de diciembre del 2003.--- 2. Del H. Congreso de la Unión.- La aprobación y expedición de la citada reforma.--- 3. Del Secretario de Gobernación La aprobación y expedición de la citada reforma.--- 4. Del Director del Diario Oficial de la Federación.- La publicación del ordenamiento legal de marras.--- 5. De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. La aplicación de la ley al corresponderle a dicha autoridad su aplicación y ejecución.--- 6. Del Servicio de Administración Tributaria. La aplicación de la ley al corresponderle a dicha autoridad su aplicación y ejecución.--- 7. Del Gobierno del Estado de Jalisco, por conducto del poder ejecutivo, en caso de que tenga celebrado convenio de coordinación para la recaudación del impuesto, según lo dispone el penúltimo párrafo del propio precepto combatido, al corresponderle a dicha autoridad  su aplicación y ejecución.”

SEGUNDO.- La parte quejosa señaló como garantías individuales violadas en su perjuicio las consagradas en los artículos 14, 16 y 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; asimismo, narró los antecedentes de los actos reclamados y expresó los conceptos de violación que estimó pertinentes.

Los argumentos planteados en los conceptos de violación son, en síntesis, los siguientes:

1.- Por medio del primer concepto, la parte quejosa estima que el artículo 2o.-C de la Ley del Impuesto al Valor Agregado vigente en dos mil cuatro, vulnera la garantía de proporcionalidad tributaria, señalando específicamente el hecho de que la estimativa realizada por las autoridades toma en cuenta los ingresos reportados para efectos del impuesto sobre la renta correspondiente al ejercicio inmediato anterior. 

Consecuentemente, considera que no se atiende a su real capacidad contributiva en razón de que la base del impuesto se calcula según la determinación de una riqueza no generada en el periodo que corresponde al hecho generador de la relación tributaria.

Asimismo, el impetrante de garantías señala que el tributo cuya constitucionalidad es controvertida no guarda ninguna relación con el hecho generador o con la realidad económica del causante en el período de que se trata, sino que resulta totalmente desproporcionado al no ser concordante con los ingresos que el gobernado tiene en dicho lapso.

Finalmente, el quejoso argumenta que dicho gravamen resulta inconstitucional, en la medida en la que la parte final del referido artículo 2o.-C de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, establece que los causantes no tendrán derecho al acreditamiento, lo cual impediría la recuperación de dicho concepto por parte de los pequeños contribuyentes.

2.- En el segundo concepto de violación, el quejoso se duele de una violación al principio de equidad tributaria, por parte del numeral mencionado.

Para apoyar su dicho, la parte quejosa argumenta que la norma otorga un trato desigual a los iguales pues aplica para los pequeños contribuyentes un porcentaje y procedimiento distinto al establecido en el artículo 1º de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, creando una excepción —al tomar en cuenta un ingreso obtenido en el año anterior— a la regla general del tributo a estudio, consistente en gravar los actos o actividades generados en el periodo correspondiente. 

En efecto, el impetrante argumenta que al común de los causantes del impuesto al valor agregado se les aplica una tasa sobre el valor de actos o actividades del período, mientras que a los pequeños contribuyentes les corresponde determinar el gravamen atendiendo a un ingreso percibido un año antes.

3.- Por medio del tercer concepto, el quejoso alega que el numeral violenta el artículo 14 constitucional, en la medida en la que dicho numeral se aplica retroactivamente en perjuicio del gobernado. 

A juicio del quejoso, el impuesto violenta la referida garantía en razón de que grava los ingresos obtenidos en el dos mil tres, al determinarse la base según lo percibido en dicho período. 

4.- En lo que se refiere al cuarto concepto de violación, se argumenta que el artículo en cuestión es violatorio de los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, pues deja al contribuyente en un estado de inseguridad jurídica, al no tener posibilidad material de diferenciar las actividades o productos que enajenó bajo la tasa del cero o del quince por ciento, por tratarse de un ejercicio pasado y sobre el cual no existía obligación de llevar control respecto de estos regímenes. 

5.- Finalmente, por medio del quinto concepto de violación el quejoso afirma que el artículo es inconstitucional por imponer una obligación que resulta ruinosa y excesiva.

Lo anterior, en virtud de que estima que el hecho de que se grave el total de los ingresos obtenidos en el ejercicio de dos mil tres, sin que se consideren costos, acreditables, servicios o productos sujetos a la tasa del 0%, produce un atavío al crecimiento de la fuente de riqueza y empleos, lo cual, a su juicio, puede provocar la quiebra de la empresa. 

TERCERO.- Por auto dictado el día trece de febrero de dos mil cuatro, el Juez Tercero de Distrito “B” en Materia Administrativa en el Estado de Jalisco, al que por razón de turno correspondió conocer del asunto, admitió a trámite la demanda de amparo y ordenó su registro con el número **********.

Previos los trámites de ley, con fecha veintiocho de mayo de dos mil cuatro, fue celebrada la audiencia constitucional y enseguida se dictó sentencia, misma que fue terminada de engrosar el día treinta y uno del mismo mes y año, cuyos puntos resolutivos son los siguientes:

“PRIMERO.- Se sobresee en el presente juicio de amparo, promovido por **********, contra actos del Secretario de Hacienda y Crédito Público, Jefe del Servicio de Administración Tributaria y Titular del Poder Ejecutivo del Gobierno del Estado de Jalisco, mismos que quedaron precisados en el resultando primero, por las razones y motivos expresados en el considerando segundo de esta resolución.--- SEGUNDO.- La Justicia de la Unión ampara y protege  a **********, contra actos del Presidente de la República, Congreso de la Unión, Secretario de Gobernación y Director del Diario Oficial de la Federación, mismos que quedaron precisados en el resultando primero y atendiendo a las razones y motivos expuestos en el último considerando de ésta resolución.”

Las razones en que se apoya el juez para fundamentar su fallo, son las siguientes:

1.- En cuanto al sobreseimiento, éste comprende los actos reclamados del Gobernador del Estado de Jalisco, del Jefe del Servicio de Administración Tributaria y del Secretario de Hacienda y Crédito Público, toda vez que estas autoridades negaron los actos que les fueron reclamados y la parte quejosa no aportó consideración alguna para desvirtuar la negativa. 

2.- Por lo que hace a la concesión del amparo, el A quo estimó que el artículo impugnado es violatorio de las garantías de legalidad, equidad y proporcionalidad tributarias.

A) En cuanto a la garantía de legalidad tributaria, el juzgador estima que existe una trasgresión, en razón de que la base gravable no es determinada por la ley, sino por la autoridad administrativa que realizará la estimativa del valor de los actos o actividades del contribuyente.

Argumenta que el cálculo del impuesto para personas que tributen bajo el régimen de pequeños contribuyentes, aun conociendo las estimativas que realicen las autoridades fiscales sobre las actividades de los sujetos pasivos, extrapola uno de los elementos del impuesto —la base del tributo—, lo cual es contrario a lo indicado por el texto constitucional.

Así pues, señala que se está dejando al libre albedrío de la referida autoridad la base del tributo, pues solamente se encuentra obligada a tomar en consideración los ingresos reportados por los contribuyentes en la declaración informativa que deben presentar para los efectos del impuesto sobre la renta, correspondiente al ejercicio inmediato anterior. Puntualiza que esto último refleja, incluso, que la base no está actualizada, toda vez que toma en cuenta ingresos reportados con anterioridad a que se verifique el hecho imponible.

En relación con lo anterior, manifiesta que no obsta a la conclusión el hecho de que las estimativas deban publicarse para que el gobernado tenga conocimiento de ellas, ya que tal circunstancia no altera de manera alguna el que la autoridad administrativa lo imponga de manera arbitraria y caprichosa.

B) Por otro lado, el A quo observa que se transgreden las garantías de proporcionalidad y equidad tributarias, para lo cual, primeramente procede a una descripción de los elementos esenciales del gravamen en cuestión.

- En lo que concierne a la primera de dichas garantías, el A quo estima que el artículo impugnado no permite reconocer la auténtica capacidad contributiva del sujeto pasivo a fin de determinar el impuesto a su cargo, ya que calcula la base del impuesto en razón de estimativas de la autoridad fiscal, esto es, no permite identificar la base real del tributo.
Así pues, precisa que el objeto del impuesto al valor agregado se constituye por la enajenación o importación de bienes y la prestación de servicios, por lo que no puede estimarse correcto que la base del mismo —el valor o precio pactado—, no participe en la determinación del impuesto sino que se sustente en una estimativa de la autoridad fiscal, porque ello conlleva que no se refleja la auténtica capacidad contributiva del sujeto. 

- Por otro lado, en lo que respecta a la garantía de equidad en materia tributaria, el A quo estima que no existe razón alguna que justifique el trato, que tacha de discriminatorio, otorgado por el artículo combatido a las personas que tributan bajo el régimen de pequeños contribuyentes. 

Lo anterior es así, en la óptica del juzgador, dado que parte de la base de que los pequeños contribuyentes son iguales al resto de los sujetos del impuesto, en razón de que el objeto y base del gravamen es la misma para todos. Partiendo de lo anterior, argumenta que no existe razón que justifique que el precepto impugnado introduzca un elemento extraño a su propia mecánica —como lo es la estimativa de las actividades efectuada por las autoridades fiscales— mismo que, a su juicio, trae consigo un trato discriminatorio al tratar desigual a los iguales.

El A quo no pasa por alto la justificación esbozada en el procedimiento de reforma al artículo impugnado, pero considera que aun cuando la distinción en el tratamiento dado a los pequeños contribuyentes atendió a la escasa capacidad económica y administrativa que tienen, ello no es razón suficiente para obligarlos a pagar bajo un esquema en donde la base del tributo sea artificiosa y no se refleje su capacidad contributiva. 

C) Finalmente, en cuanto al efecto del amparo, el juzgador resuelve que se desincorpore de la esfera jurídica del quejoso las obligaciones contenidas en dicho numeral, esto es, que no se vea obligado a pagar el impuesto al valor agregado con base en estimativas y que, en caso de que opte por contribuir bajo el régimen general (según lo dispuesto en el numeral impugnado), le sean devueltas las cantidades enteradas por concepto del referido gravamen, hasta en tanto no sea reformado, derogado o modificado el precepto violatorio de garantías. 

En apoyo a lo anterior, utiliza las jurisprudencias de rubros: "LEYES, AMPARO CONTRA. EFECTOS DE UNA SENTENCIA QUE LO OTORGA, SON LOS DE QUE PROTEGEN AL QUEJOSO CONTRA SU APLICACIÓN PRESENTE Y FUTURA” y “LEYES FISCALES, AMPARO CONTRA. LA SENTENCIA QUE OTORGA LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL OBLIGA A LAS AUTORIDADES RESPONSABLES EJECUTORAS A DEVOLVER LAS CANTIDADES ENTERADAS COMO ACTOS DE APLICACIÓN DE LAS MISMAS”.
CUARTO.- Inconforme con la sentencia anterior, el Presidente de la República interpuso recurso de revisión, mediante promoción firmada por el Subprocurador Fiscal Federal de Amparos, por ausencia del Secretario de Hacienda y Crédito Público y de los Subsecretarios de Hacienda y Crédito Público, de Ingresos, de Egresos, del Oficial Mayor y del Procurador Fiscal de la Federación, lo cual tuvo verificativo a través de oficio presentado ante el Juez de Distrito del conocimiento, quien por auto de fecha quince de julio del mismo año remitió los autos al Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito en turno, para su conocimiento.

QUINTO.- Mediante proveído de cuatro de agosto de dos mil cuatro, el Presidente del Primer Tribunal Colegiado del Tercer Circuito, al que por razón de turno correspondió conocer del asunto, lo admitió y registró con el número **********.

Seguidos los trámites de ley, en sesión de fecha diecinueve de octubre de dos mil cuatro, dicho órgano colegiado dictó resolución, cuyos puntos resolutivos son del siguiente tenor:

“PRIMERO.- En la materia, competencia de este tribunal colegiado, se confirma la sentencia dictada por el Juez Quinto de Distrito en Materia Administrativa en el Estado de Jalisco, en el Juicio de amparo número **********, promovido por **********, por cuanto a la desestimación de las causas de improcedencia que hicieron valer las autoridades responsables, por las razones expuestas en el considerando cuarto del presente fallo.--- SEGUNDO.- Se ordena remitir los presentes autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para los efectos a que se refiere el artículo 84, de la Ley de Amparo, así como diskette que contenga el presente fallo.”

A través de dicha resolución, el Tribunal Colegiado analizó las causales de improcedencia que, planteadas por las autoridades responsables, no habrían sido analizadas por el A quo y, posteriormente, se declaró legalmente incompetente para conocer de los agravios formulados por la autoridad recurrente, dejándose a salvo la jurisdicción de este Alto Tribunal.

SEXTO.- Mediante acuerdo de fecha veintinueve de noviembre de dos mil cuatro, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación acordó que este Alto Tribunal asumía su competencia originaria para conocer del recurso de revisión interpuesto por la autoridad responsable, ordenándose dar vista las autoridades responsables y al Procurador General de la República para que formulara el pedimento respectivo, siendo el caso que, en el mismo proveído se ordenó que los autos fueran turnados al Ministro Juan N. Silva Meza, para la formulación del proyecto respectivo. 

Dentro del plazo concedido al Agente del Ministerio Público de la Federación, no se formuló pedimento en el presente asunto.

C O N S I D E R A N D O :

PRIMERO.- El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es competente para conocer y resolver el presente recurso de revisión, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, fracción VIII, inciso a), de la Constitución General de la República; 84, fracción I, inciso a), de la Ley de Amparo y 10, fracción II, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con los puntos Primero y Tercero, fracción II, del Acuerdo General número 5/2001, del Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, de fecha veintiuno de junio de dos mil uno, toda vez que se interpone en contra de una sentencia dictada por un Juez de Distrito en la audiencia constitucional de un juicio de amparo indirecto, en el que se reclamó el artículo 2o.-C de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, subsistiendo el problema de inconstitucionalidad planteado.

SEGUNDO.- No es materia de la revisión el sobreseimiento decretado en el primer punto resolutivo de la sentencia recurrida, respecto de los actos reclamados al Secretario de Hacienda y Crédito Público, al Gobernador del Estado de Jalisco y al Jefe del Servicio de Administración Tributaria, en razón de que la parte a quien podía perjudicar dicha determinación, en este caso la quejosa, no interpuso medio de impugnación.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis de jurisprudencia emitida por la Tercera Sala de este Alto Tribunal, en su anterior integración, que es del tenor siguiente:

"REVISIÓN EN AMPARO. LOS RESOLUTIVOS NO COMBATIDOS DEBEN DECLARARSE FIRMES. Cuando algún resolutivo de la sentencia impugnada afecta a la recurrente, y ésta no expresa agravio en contra de las consideraciones que le sirven de base, dicho resolutivo debe declararse firme. Esto es, en el caso referido, no obstante que la materia de la revisión comprende a todos los resolutivos que afectan a la recurrente, deben declararse firmes aquellos en contra de los cuales no se formuló agravio y dicha declaración de firmeza debe reflejarse en la parte considerativa y en los resolutivos debe confirmarse la sentencia recurrida en la parte correspondiente.

(Octava Época. Instancia: Tercera Sala. Fuente: Apéndice de 1995. Tomo: Tomo VI, Parte SCJN. Tesis: 471. Página: 313).”

TERCERO.- La autoridad recurrente por medio de su recurso de revisión, hace valer, en síntesis, las siguientes consideraciones:

1.- Por medio del primer agravio, se alega una violación a los artículos 77 y 78 de la Ley de Amparo, pues la recurrente estima que el A quo resolvió contrario a derecho al conceder la protección constitucional.

En primer término, la autoridad recurrente hace referencia a la garantía constitucional de equidad, señalando que la misma faculta al legislador para crear categorías o clasificaciones de contribuyentes, a condición de que éstas no sean caprichosas o arbitrarias o creadas para beneficiar a determinadas clases de causantes. En relación con lo anterior, precisa que dichas distinciones pueden responder a finalidades económicas, sociales o, inclusive, extrafiscales.

En este contexto, la recurrente señala que si el artículo 2o.-C de la Ley del Impuesto al Valor Agregado establece un trato diferenciado, ello obedece a que se ha estimado necesario brindar mayores facilidades a las personas que tributen en el régimen de pequeños contribuyentes. A fin de corroborar lo anterior, dicha autoridad se remite a la exposición de motivos de la iniciativa que estableció el citado régimen para efectos del impuesto sobre la renta.

Asimismo, la autoridad recurrente se remite al dictamen elaborado por la Comisión de Hacienda y Crédito Público de la Cámara de Diputados, correspondiente a la reforma del artículo 2o.-C de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, precisando que, a su juicio, el legislador justificó el establecimiento de dicho tratamiento particular, atendiendo al tipo de contribuyentes al que se dirigía.

Posteriormente, la autoridad recurrente precisa que los argumentos del juzgador de primera instancia resultan infundados, en razón de que el numeral tachado de inconstitucional, a su juicio, contiene todos los elementos del impuesto, como son el sujeto, el objeto, la base, la tasa y la época de pago.

Detallado lo anterior, la recurrente manifiesta que, contrariamente a lo sostenido por el A quo, la base gravable se encuentra plenamente establecida, dado que, tratándose de enajenación, se considerará como base del impuesto el precio pactado; asimismo, reitera que todos los elementos esenciales se encuentran establecidos por el ordenamiento respectivo.

La recurrente estima que el numeral proporciona la forma de obtener la base para el pago del impuesto, dejando únicamente a las autoridades la aplicación de las disposiciones generales, limitando además la actuación de las mismas, toda vez que la estimativa realizada es únicamente para efecto de que el fisco pueda conocer con certeza los ingresos realmente percibidos por el contribuyente.

A su juicio, lo que en realidad sucede no es que se deje al arbitrio de la autoridad administrativa la base del impuesto, sino que se le otorga a los pequeños contribuyentes un procedimiento especial para estimar sus ingresos, mas no para determinar diferencias en el pago de los sus impuestos. Considera que, para que se respete el principio de legalidad tributaria, basta con que en las disposiciones formal y materialmente legislativas aplicables se prevea el procedimiento o mecanismo que las autoridades deben observar al realizar la estimativa, lo cual, afirma, sucede en la especie.

2.- Por lo que hace al agravio segundo, la parte recurrente alega que se actualiza una violación a los artículos 77 y 78 de la Ley de Amparo, considerando que el A quo resolvió equivocadamente que el artículo impugnado violenta las garantías de equidad y proporcionalidad tributarias.

Previa reiteración de los planteamientos efectuados en el agravio primero, a través de los cuales se detalló el contenido y alcance de la garantía de equidad tributaria, la recurrente alega que ésta no se ve violentada, en razón de que los pequeños contribuyentes guardan distinta situación jurídica respecto del resto de sujetos del impuesto al valor agregado, toda vez que el legislador estimó necesario otorgar un apoyo especial a la micro y pequeña empresa.

Por otro lado, la recurrente manifiesta que los contribuyentes del régimen general para efectos del impuesto al valor agregado, sí cuentan con capacidad administrativa y económica, mientras que los pequeños contribuyentes carecen de ella.

Por lo que hace a la proporcionalidad tributaria, la recurrente argumenta que el hecho de que el gravamen respectivo se calcule atendiendo a las estimativas del valor de actos o actividades que formule la autoridad fiscal, y no a los elementos que señala el A quo en la sentencia recurrida —valor o precio pactado— no impide determinar la obligación tributaria, considerando que dicho tratamiento se estableció atendiendo a la particular capacidad económica y administrativa de los pequeños contribuyentes.

3.- En el tercer agravio la recurrente afirma que el fallo es violatorio del principio de congruencia exigido por la ley de la materia, ya que estima que no se puede otorgar el amparo al quejoso para el efecto de que tribute bajo el régimen general, siendo que desde el primer momento el contribuyente pudo haber ejercido la opción de hacerlo libremente, y no mediante una sentencia.

4.- En lo que al cuarto agravio respecta, la recurrente alega que es imposible la concreción de los efectos del amparo, en razón de que, considerando el efecto otorgado por el A quo, no se puede devolver cantidad alguna en caso de que el quejoso optara por tributar bajo el régimen general.

A) A su juicio, era necesario que el juzgador realizara un análisis de la constitucionalidad del régimen general, con la declaratoria de inconstitucionalidad correspondiente, para que fuera procedente la devolución de las cantidades enteradas por el quejoso.

B) Asimismo, estima que, ya que el quejoso no pidió al juez que realizara dicho análisis, a efecto de una posible devolución, éste se está excediendo en sus facultades. 

C) Finalmente, considera que la devolución es contraria a lo prescrito por el artículo 22 del Código Fiscal de la Federación. 

Así pues, alega que, si bien es cierto que el efecto del amparo es restituir al quejoso en el goce de sus derechos, también lo es que éstos no existen en la especie, por pertenecer a terceros ajenos al juicio —consumidores finales—, por lo que la restitución no puede materializarse en el sentido de incrementar el patrimonio del quejoso con cantidades que no le pertenecen legítimamente.

La autoridad recurrente considera que el efecto correcto de la sentencia de amparo sería que la parte quejosa esté obligada a pagar el impuesto al valor agregado a su cargo conforme al régimen general del ordenamiento respectivo, y no el de exentarla del pago como, a su juicio, erróneamente lo considera el A quo. Estima que corrobora lo anterior el hecho de que el mismo artículo, en su último párrafo, prevea la opción de tributar en el régimen general si el contribuyente lo desea.

5.- Finalmente, en el agravio quinto, la recurrente arguye que la sentencia es violatoria de los artículos 77 y 78 de la Ley de Amparo pues está otorgando al quejoso un derecho consistente en una exención, lo cual es facultad exclusiva del legislador. 

En apoyo a lo anterior alega que lo sostenido por el juez contraviene el artículo 28 constitucional, toda vez que en él se establece que las exenciones pueden ser solamente generales, siendo que lo razonado por el juez lleva a la creación de una de carácter particular a favor del quejoso.

CUARTO.- Por razón de método, se procede al análisis de lo aducido a través del agravio segundo, el cual es considerado infundado por este Pleno, en atención a los siguientes razonamientos.

Como se ha precisado, la autoridad recurrente hace valer la violación a lo dispuesto por los artículos 77 y 78 de la Ley de Amparo, ya que, a su juicio, el A quo parte de consideraciones que no se encuentran a ajustadas a derecho, para concluir que el artículo 2o.-C de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, es violatorio de la garantía de proporcionalidad tributaria. 

A través del escrito en el que consta el recurso de revisión, la autoridad hace valer que el hecho de que el numeral combatido establezca que las personas físicas deben pagar el impuesto mediante la estimativa del valor de las actividades que practiquen las autoridades fiscales, únicamente se traduce en un mecanismo que, por medio de declaraciones informativas, faculta a la autoridad fiscal pueda realizar mejor su función de vigilar el cumplimiento de las obligaciones fiscales. En este orden de ideas, la autoridad considera que el artículo reclamado no presenta vicios de constitucionalidad, pues otorga a los pequeños contribuyentes mayores ventajas, al ubicarlos en un régimen especial con mayores beneficios y facilidades. 

A juicio de este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, dichos argumentos jurídicos resultan infundados, al considerarse que el texto en vigor para el ejercicio fiscal de dos mil cuatro, del artículo 2o.-C de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, efectivamente vulnera la garantía de proporcionalidad tributaria, consagrada por la fracción IV del artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los términos que se detallan a continuación.

En primer lugar, se estima necesario precisar que el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que es obligación de los mexicanos, contribuir al gasto público de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes.
En efecto, la referida fracción IV del artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece:

“Artículo. 31.- Son obligaciones de los mexicanos: 

…

IV. Contribuir para los gastos públicos, así de la Federación, como del Distrito Federal o del Estado y Municipio en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes.”

Este Alto Tribunal ha sostenido que el principio de proporcionalidad tributaria radica, medularmente, en que los sujetos pasivos deben contribuir a los gastos públicos en función de su respectiva capacidad contributiva, debiendo aportar una parte justa y adecuada de sus ingresos, utilidades, rendimientos o la manifestación de riqueza gravada.

Pues bien, de conformidad con este principio, los gravámenes deben fijarse de acuerdo con la capacidad de cada sujeto pasivo, esto es, en función de su potencialidad real para contribuir a los gastos públicos. Expresado en otros términos, la proporcionalidad se encuentra vinculada con la capacidad contributiva de los causantes, para que en cada caso el impacto sea distinto, no sólo en cantidad sino en lo tocante al mayor o menor sacrificio, reflejado cualitativamente en la disminución patrimonial que proceda, y que debe encontrarse en proporción a los ingresos, utilidades, rendimientos o la manifestación de riqueza gravada. 

Además, este Alto Tribunal ha sostenido que, para que un gravamen sea proporcional, debe existir congruencia entre el impuesto creado por el Estado y la capacidad contributiva de los causantes, entendida ésta como la potencialidad real de contribuir a los gastos públicos que el legislador atribuye al sujeto pasivo del impuesto en el tributo de que se trate, tomando en consideración que todos los presupuestos de hecho de las contribuciones tienen una naturaleza económica en la forma de una situación o de un movimiento de riqueza y las consecuencias tributarias son medidas en función de esa riqueza.

De acuerdo con lo anterior, la potestad tributaria implica para el Estado, a través de las autoridades legislativas competentes, la facultad de determinar el objeto de los tributos, involucrando cualquier actividad de los gobernados que sea reflejo de capacidad contributiva, de ahí que uno de los principios que legitima la imposición de las contribuciones sea, precisamente, el de la identificación de la capacidad para contribuir a los gastos públicos por parte de los gobernados.

De lo anterior se desprende que la garantía de proporcionalidad tributaria se respeta en la medida en que se atiende a la capacidad contributiva de los sujetos pasivos, pues debe pagar más quien tiene una mayor capacidad y menos el que la tiene en menor proporción.

Corroboran lo anterior, las diversas tesis sustentadas por este Alto Tribunal, que son del tenor literal siguiente:

“CAPACIDAD CONTRIBUTIVA. CONSISTE EN LA POTENCIALIDAD REAL DE CONTRIBUIR A LOS GASTOS PÚBLICOS. Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha sostenido que el principio de proporcionalidad tributaria exigido por el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consiste en que los sujetos pasivos de un tributo deben contribuir a los gastos públicos en función de su respectiva capacidad contributiva. Lo anterior significa que para que un gravamen sea proporcional, se requiere que el hecho imponible del tributo establecido por el Estado, refleje una auténtica manifestación de capacidad económica del sujeto pasivo, entendida ésta como la potencialidad real de contribuir a los gastos públicos. Ahora bien, tomando en consideración que todos los presupuestos de hecho de los impuestos deben tener una naturaleza económica en forma de una situación o de un movimiento de riqueza y que las consecuencias tributarias son medidas en función de esta riqueza, debe concluirse que es necesaria una estrecha relación entre el hecho imponible y la base gravable a la que se aplica la tasa o tarifa del impuesto.

(Novena Época, Instancia: Pleno, tesis P.J. 109/99, visible en la foja 22 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo X, noviembre de mil novecientos noventa y nueve).”

“CONTRIBUCIONES. LA POTESTAD PARA DETERMINAR SU OBJETO NO SE RIGE POR EL PRINCIPIO DE GENERALIDAD, SINO POR EL DE CAPACIDAD CONTRIBUTIVA. La potestad tributaria implica para el Estado, a través de las autoridades legislativas competentes, la facultad de determinar el objeto de los tributos, involucrando cualquier actividad de los gobernados que sea reflejo de capacidad contributiva, de ahí que uno de los principios que legitima la imposición de las contribuciones no es precisamente el de generalidad, sino el de la identificación de la capacidad contributiva de los gobernados, por lo que no existe obligación de contribuir si no existe la relativa capacidad contributiva, y consecuentemente, habrá de pagar más quien tiene una capacidad mayor, y menos el que la tiene en menor proporción; todo lo cual descarta la aplicación del principio de generalidad en la elección del objeto del tributo.

(Novena Época. Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: VIII, diciembre de 1998. Tesis: P. LXXIX/98. Página 241).”

Asimismo, las consideraciones anteriores fueron sintetizadas por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/2003, que es del tenor literal siguiente:

“PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. DEBE EXISTIR CONGRUENCIA ENTRE EL TRIBUTO Y LA CAPACIDAD CONTRIBUTIVA DE LOS CAUSANTES. El artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal establece el principio de proporcionalidad de los tributos. Éste radica, medularmente, en que los sujetos pasivos deben contribuir al gasto público en función de su respectiva capacidad contributiva, debiendo aportar una parte adecuada de sus ingresos, utilidades, rendimientos, o la manifestación de riqueza gravada. Conforme a este principio los gravámenes deben fijarse de acuerdo con la capacidad económica de cada sujeto pasivo, de manera que las personas que obtengan ingresos elevados tributen en forma cualitativamente superior a los de medianos y reducidos recursos. Para que un gravamen sea proporcional debe existir congruencia entre el mismo y la capacidad contributiva de los causantes; entendida ésta como la potencialidad real de contribuir al gasto público que el legislador atribuye al sujeto pasivo del impuesto en el tributo de que se trate, tomando en consideración que todos los supuestos de las contribuciones tienen una naturaleza económica en la forma de una situación o de un movimiento de riqueza y las consecuencias tributarias son medidas en función de esa riqueza. La capacidad contributiva se vincula con la persona que tiene que soportar la carga del tributo, o sea, aquella que finalmente, según las diversas características de cada contribución, ve disminuido su patrimonio al pagar una cantidad específica por concepto de esos gravámenes, sea en su calidad de sujeto pasivo o como destinatario de los mismos. De ahí que, para que un gravamen sea proporcional, debe existir congruencia entre el impuesto creado por el Estado y la capacidad contributiva de los causantes, en la medida en que debe pagar más quien tenga una mayor capacidad contributiva y menos el que la tenga en menor proporción.

(Novena Época. Instancia: Pleno. Fuente Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XVII, mayo de 2003. Página 144).”
Por tanto, el principio de proporcionalidad tributaria radica, medularmente, en que los sujetos pasivos deben contribuir al gasto público en función de su respectiva capacidad contributiva, aportando una parte adecuada de sus ingresos, utilidades, rendimientos, o la manifestación de riqueza gravada; esto es, para que un gravamen sea proporcional, debe existir congruencia entre el impuesto creado por el Estado y la capacidad contributiva de los causantes, en la medida en que debe pagar más quien tenga una mayor capacidad contributiva y menos el que la tenga en menor proporción.

Adicionalmente, debe considerarse que, en los términos descritos en la jurisprudencia citada en último lugar, la capacidad contributiva se vincula con la persona que tiene que soportar la carga del tributo, o sea, aquélla que finalmente, según las diversas características de cada contribución, ve disminuido su patrimonio al pagar una cantidad específica por concepto de esos gravámenes, sea en su calidad de sujeto pasivo o como destinatario de las mismos, por traslación que deba hacérsele por disposición legal o por las características propias del tributo de que se trate.

Lo anterior resulta particularmente relevante tratándose de impuestos indirectos, toda vez que este tipo de contribuciones no deben ser medidos en términos tradicionales de capacidad contributiva del causante, dada su particular naturaleza.

A fin de clarificar lo anterior, se estima necesario efectuar una breve explicación relativa a la naturaleza de los impuestos indirectos, así como a los efectos de éstos, en relación con la garantía de proporcionalidad en materia tributaria.

En efecto, la clasificación que, históricamente, ha tenido la mayor importancia es aquélla que distingue los impuestos en directos —siendo el ejemplo más reconocido, el impuesto sobre la renta—, e indirectos —como es el impuesto al valor agregado—.

El criterio más preciso para distinguir entre los señalados tipos de impuestos, es aquél que identifica como directos a los que gravan manifestaciones directas de la capacidad contributiva —como pueden ser la renta y el patrimonio—, mientras que los indirectos gravan manifestaciones indirectas —como el consumo o la transferencia de bienes, entre otros—.

En efecto, en el caso de los directos, el impuesto grava una situación de riqueza que puede apreciarse fácticamente y que es susceptible de ser medida positivamente, correspondiendo al Erario un porcentaje obtenido en relación directa con dicha riqueza. Así, por ejemplo, el impuesto sobre la renta considera los ingresos de un período, disminuidos con los costos de la obtención de éstos, lo cual permite apreciar una renta o utilidad, que constituye un excedente positivo para el contribuyente —una manifestación directa de riqueza—, sobre la cual se calcula el porcentaje que corresponde al Fisco Federal.

Por su parte, atendiendo al caso de los indirectos, el impuesto grava el patrimonio que soporta la operación o el movimiento de riqueza, existiendo una mera suposición de capacidad contributiva, mas no una evidencia fáctica de ésta, susceptible de ser cuantificada en definitiva.

En efecto, atendiendo al caso del impuesto al valor agregado, se aprecia que el contribuyente de iure causa el gravamen, por ejemplo, al enajenar un determinado bien; sin embargo, por mandato legal, el impuesto es trasladado al cliente del causante —contribuyente de facto—, quien finalmente desembolsa el importe nominal de dicho impuesto. 

Como puede apreciarse, el impuesto al valor agregado no grava directamente el movimiento de riqueza que corresponde a la operación —caso en el cual se debería atender a la afectación patrimonial positiva para el vendedor contribuyente de iure—, sino que dicho gravamen atiende al patrimonio que soporta la operación —el del consumidor contribuyente de facto— de tal manera que, sin conocer su dimensión exacta y sin cuantificarlo positivamente, el legislador considera que si dicho patrimonio es suficiente para soportar el consumo, entonces también es suficiente para pagar el impuesto.

De esta manera, la realización de la compraventa considerada en el ejemplo de referencia permite evidenciar una cierta capacidad contributiva, pero no se conoce su dimensión exacta ni se cuantifica directa o positivamente. Así, se puede saber o suponer que existe un patrimonio que soporta la operación —el del consumidor—, pero el gravamen no se determina en función de dicho patrimonio o de la capacidad de su titular, sino que ello ocurre en función del movimiento de riqueza que causa el impuesto, valorado exclusivamente en términos del precio pagado.

Consecuentemente, puede apreciarse que el impuesto al valor agregado no constituye un porcentaje de algún incremento neto en el patrimonio (del proveedor del bien o servicio de que se trate), apreciable de manera fáctica o susceptible de ser cuantificado, sino que dicho gravamen se establece sobre operaciones que meramente suponen la existencia de cierta capacidad contributiva, tomando una parte del patrimonio que soporta la operación —es decir, del que paga el precio del bien o servicio—, sin medirlo total o directamente, y sin que siquiera sea relevante la dimensión definitiva de dicho patrimonio.

Una vez detallada la diferencia imperante entre los impuestos directos y los indirectos, resulta conveniente efectuar las siguientes precisiones, en relación con los efectos económicos de los impuestos indirectos, a fin de delimitar el alcance de la garantía constitucional de proporcionalidad en el caso de dichos tributos.

En este contexto, debe tomarse en cuenta que el fenómeno por el cual un impuesto es material y económicamente pagado por el consumidor final de cuya bolsa sale el dinero para el entero respectivo, se denomina “incidencia”; sin embargo, dicho suceso no puede tornar inconstitucional por desproporcional el impuesto, pues, en primer lugar no se trata de un aspecto que deba ser tomado en consideración para los efectos del Derecho, sino de la Economía y, en segundo lugar, porque el estudio de la incidencia de los impuestos no es un factor de características generales apto para impugnar una ley, pues en realidad se trata de un elemento casuístico, eventual, registrable no por regla general, sino por la verificación de determinadas condiciones y acontecimientos en cada caso y operación en particular: se trata de un variable efecto económico de los impuestos.

En efecto, la incidencia es una consecuencia de origen no jurídico, sino eventual, de origen económico financiero, que se causa por el proceso de traslación de los impuestos, el cual determina quién soporta el impacto económico del tributo en un contexto ajeno al campo del Derecho; es decir, la incidencia determina la persona que, a la luz de la ciencia económica y financiera, cubre realmente el tributo una vez verificada la transferencia del impuesto por medio de una eventual elevación de precios de los productos o servicios enajenados, lo cual depende de las circunstancias imperantes en cada caso, individualmente considerado.

Así, la incidencia —como fenómeno económico de los impuestos indirectos— constituye un aumento a los gastos de operación de las empresas. 

La reacción común de los empresarios afectados ante dicho incremento, es trasladarlo a los consumidores como parte del precio, sin embargo, esto depende de cada caso concreto.

En tales condiciones, el establecimiento del gravamen implica su traslado al adquirente, quien nominalmente desembolsa el importe correspondiente a dicho impuesto. Sin embargo, debe tomarse en cuenta que las condiciones del mercado pueden motivar al enajenante a que opte por reducir el precio de su producto, buscando que el precio de venta —que deberá incluir el impuesto— no se vea alterado hasta el punto de perjudicar las ventas del bien de que se trate.

Dicha decisión por parte del enajenante dependerá de la elasticidad de la demanda del bien correspondiente, es decir, del precio que el consumidor esté dispuesto a pagar por éste, de tal suerte que, en caso de que la demanda disminuya al aumentarse el precio en la medida del impuesto, el enajenante deberá decidir si mantiene constante el precio o si disminuye su margen de utilidad, caso en el cual será éste el que resienta el impacto del gravamen, si bien el monto respectivo siempre es desembolsado nominalmente por el adquirente.

Si, por el contrario, la demanda del bien no disminuye a pesar de la inclusión del gravamen, tradicionalmente el enajenante no acudirá a la disminución del precio, siendo el consumidor quien soporte el gravamen tanto nominal como realmente.

Pues bien, resulta evidente que el efecto llamado “incidencia del impuesto” por efectos de la traslación, no es una regla general de todos los tributos ni se presenta en todos los casos, mas bien se trata de un problema de contenido no jurídico sino meramente económico que se verifica con características distintas en cada caso particular y depende de la situación personal de cada contribuyente que resiente la incidencia producto de la percusión y repercusión del impuesto con motivo de la traslación, así como de las particularidades del acto de traslado.

Ahora bien, retomando el punto de origen del presente considerando, relativo al alcance de la garantía constitucional de proporcionalidad, debe precisarse que, en el caso particular de impuestos indirectos, la sola remisión a la capacidad contributiva del sujeto pasivo no resulta suficiente para establecer un criterio general de justicia tributaria.

Lo anterior, en razón de que este tipo de impuestos no se vinculan a una apreciación directa de algún incremento neto en la riqueza del causante, sino que se refieren a un indicio de cierta capacidad contributiva, no cuantificada de forma definitiva o positiva, sino sólo de manera aislada, atendiendo a la operación en particular y únicamente en la medida del precio involucrado en la operación de que se trate.

Adicionalmente, debe tomarse en cuenta que, como se ha señalado, en los impuestos indirectos, el fenómeno de la traslación del gravamen incorpora elementos casuísticos de carácter económico que son de probanza compleja —toda vez que deben atender a cuestiones financieras como son, entre otras, la elasticidad de la oferta y de la demanda, así como las particulares condiciones del mercado—.
Consecuentemente, debe apreciarse que, en relación con los impuestos indirectos, la capacidad contributiva del causante de iure no debe ser el único factor considerado al momento de analizar la proporcionalidad del tributo.

Ahora bien, en el caso particular del impuesto al valor agregado, un simple análisis de la relación cuantitativa entre la contraprestación recibida por el proveedor del bien o del servicio, por una parte, y el monto del impuesto, por la otra, no otorga elementos que permitan efectuar un pronunciamiento sobre el carácter proporcional o desproporcionado del gravamen. 

En efecto, el hecho de que cada consumo de cien pesos represente un impuesto de quince, nada nos dice sobre la proporcionalidad del gravamen, mucho menos si se considera que el impuesto es trasladado por el proveedor al cliente, mientras que la contraprestación incide en el haber patrimonial del proveedor contribuyente de iure.
En tal virtud, el estudio que ha de efectuarse debe circunscribirse a la dimensión estrictamente jurídica de dicha garantía constitucional, lo cual se traduce en que, tal y como se desprende de las tesis de jurisprudencia que han sido citadas con antelación, es necesario que exista una estrecha vinculación entre el objeto del impuesto y el monto del gravamen.

Consecuentemente, la garantía de proporcionalidad tributaria exige que, en el caso particular del impuesto al valor agregado, como regla general —tomando en cuenta las variaciones inherentes a los actos o actividades exentos y a los sujetos a tasa cero—, se vincule el objeto del impuesto, considerando los factores de la producción inherentes a la naturaleza del impuesto, con la cantidad líquida que se ha de cubrir por dicho concepto.
Una vez efectuadas las precisiones anteriores, se estima necesario analizar si el artículo 2o.-C, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado vigente para el ejercicio fiscal de dos mil cuatro, transgrede o no el principio constitucional de proporcionalidad en materia tributaria. Para tal efecto, se transcribe su contenido, mismo que es del tenor literal siguiente:

“ARTÍCULO 2o-C. Las personas físicas que tributen conforme al régimen de pequeños contribuyentes de acuerdo con lo previsto en el Título IV, Capítulo II, Sección III de la Ley del Impuesto sobre la Renta, pagarán el impuesto al valor agregado mediante estimativa del valor de las actividades que practiquen las autoridades fiscales, en lugar de hacerlo en los términos generales que esta Ley establece. Para ello, se aplicará la tasa que corresponda a la cantidad que resulte de aplicar el coeficiente de valor agregado que señala este artículo, al valor estimado de las actividades por las que estén obligados al pago de este impuesto. Las autoridades fiscales tomarán en cuenta los ingresos reportados por los contribuyentes en la declaración informativa que deben presentar para los efectos del impuesto sobre la renta, correspondiente al ejercicio inmediato anterior. La estimativa que se obtenga se dividirá entre doce para obtener el valor de las actividades mensuales estimadas. Para los efectos del cálculo mencionado anteriormente, no se deberá considerar el valor de las actividades a las que se les aplique la tasa del 0%. Los contribuyentes no tendrán derecho al acreditamiento del impuesto al valor agregado.

Tratándose de contribuyentes que inicien actividades, deberán estimar el ingreso mensual de las actividades por las que estén obligados a efectuar el pago del impuesto dentro del mes en que ello ocurra, sin incluir aquellas afectas a la tasa de 0%. Dicha estimativa se mantendrá hasta que se ajuste conforme a lo dispuesto en el párrafo anterior o se de alguno de los supuestos previstos en los apartados que se establecen en este artículo.

El coeficiente de valor agregado será de 20% tratándose de enajenación y otorgamiento del uso o goce temporal de bienes y de 50% en la prestación de servicios, salvo que la actividad a la que se dediquen los contribuyentes sea alguna de las siguientes:

I. Se aplicará el 6% en la comercialización de petróleo y combustibles de origen mineral.

II. Se aplicará el 20% en los giros siguientes:

a) Fabricación de sombreros de palma y paja.

b) Venta de boletos de teatro.

III. Se aplicará el 22% en los giros siguientes:

a) Fabricación de jabones y detergentes; velas y veladoras.

b) Fabricación de artículos para deportes; confecciones, telas y artículos de algodón; calzado de todas clases; pieles y cueros.

c) Fabricación de muebles de madera; extracción de maderas.

d) Imprenta, litografía y encuadernación.

e) Servicios de molienda de granos y de chiles.

f) Servicios de restaurantes.

g) Servicios de espectáculos en arenas, cines y campos deportivos.

h) Servicios de agencias funerarias.

i) Comercialización de refrescos y cerveza; vinos y licores.

j) Comercialización de jabones y detergentes; velas y veladoras.

k) Comercialización de artículos para deportes; confecciones, telas y artículos de algodón; pieles y cueros.

l) Comercialización de papeles y artículos de escritorio.

ll) Comercialización de joyería, bisutería y relojería.

m) Comercialización de sustancias y productos químicos o farmacéuticos; explosivos.

n) Comercialización de artículos de ferretería y tlapalería; pinturas y barnices; cemento, cal y arena; vidrios y otros materiales para la construcción; fierro y acero.

ñ) Comercialización de llantas y cámaras; piezas de repuesto de automóviles o camiones y otros artículos del ramo, con excepción de sus accesorios.

o) Fabricación de alcohol; perfumes, esencias, cosméticos y otros productos de tocador.

p) Fabricación de papel y artículos de papel.

q) Fabricación de joyería, bisutería y relojería.

r) Fabricación de instrumentos musicales; discos y artículos del ramo.

En el caso de que los contribuyentes se dediquen a dos o más actividades de las señaladas en este artículo, para determinar el impuesto al valor agregado, se aplicará al valor de las actividades por las que estén obligados al pago del impuesto, el coeficiente que corresponda a cada actividad. Para los efectos del cálculo mencionado, no se deberán considerar las actividades a las que se aplique la tasa del 0%.

Las autoridades fiscales establecerán cuotas mensuales, que se calcularán aplicando lo dispuesto en el presente artículo. Dichas cuotas se modificarán en los supuestos a que se refieren los apartados siguientes:

A. Cuando los contribuyentes manifiesten a las autoridades fiscales en forma espontánea que el valor mensual de sus actividades se ha incrementado en el 10% o más respecto del valor mensual estimado por las autoridades fiscales por dichas actividades.

B. Cuando las autoridades fiscales, a través del ejercicio de sus facultades, comprueben una variación superior al 10% del valor mensual de las actividades estimadas.

C. Cuando el incremento porcentual acumulado del Índice Nacional de Precios al Consumidor exceda el 10% del propio índice correspondiente al mes en el cual se haya realizado la última actualización de la cuota.

Los contribuyentes que paguen el impuesto en los términos de este artículo, en lugar de la contabilidad a que se refiere la fracción I del artículo 32 de esta Ley, deberán llevar el registro de sus ingresos diarios efectuando la separación de las actividades por las que deba pagarse el impuesto conforme a los distintos coeficientes de valor agregado que les sean aplicables. Cuando las actividades se encuentren sujetas a tasas diferentes, también deberán efectuar la separación. Así mismo, por las erogaciones que efectúen, deberán contar con comprobantes que reúnan requisitos fiscales.

Los contribuyentes a que se refiere el presente artículo no podrán expedir comprobantes en los que trasladen el impuesto en forma expresa y por separado. En el caso de que se expidan deberán pagar el impuesto en el régimen general de ley a partir del momento en que ello ocurra.

El pago del impuesto determinado conforme a lo dispuesto en el presente artículo deberá realizarse por los mismos periodos y en las mismas fechas en los que se efectúe el pago del impuesto sobre la renta.

Las Entidades Federativas con las que se celebre convenio de coordinación para la administración del impuesto a cargo de los contribuyentes a que se refiere el presente artículo, podrán estimar el valor de las actividades mensuales de los contribuyentes citados y determinar las cuotas correspondientes, con sujeción a lo previsto en este artículo.

Tratándose de los contribuyentes a que se refiere el presente artículo, que realicen actividades afectas a la tasa de 0%, podrán optar por tributar conforme al régimen general de ley.”

Del texto de dicho numeral se desprende que las personas físicas que tributen en el régimen de pequeños contribuyentes para efectos del impuesto sobre la renta, en lugar de determinar el impuesto al valor agregado en los términos generales establecidos por la ley respectiva, deberán hacerlo atendiendo a la estimativa del valor de los actos o actividades que practiquen las autoridades fiscales.

De esta manera, el impuesto al valor agregado a cargo de dichos contribuyentes se obtendrá considerando el valor estimado de actividades por las que estén obligados al pago del impuesto, al cual se le aplicará el coeficiente de valor agregado —mismo que no es más que un porcentaje establecido legalmente para cada uno de los diferentes rubros de actividad empresarial— y a la cantidad así obtenida se le aplicará la tasa que corresponda. El artículo en comento es claro al señalar que, en la determinación del impuesto a cargo de los contribuyentes, éstos no tendrán derecho al acreditamiento del impuesto al valor agregado.
Lo anterior puede apreciarse gráficamente, de la siguiente manera:

	
	Valor estimado de actividades 

	Por:
	  Coeficiente de valor agregado

	Igual a:
	Base del impuesto al valor agregado

	Por:
	                Tasa aplicable del impuesto

	Igual a:
	Impuesto al valor agregado a enterar


Dicho numeral establece ciertas reglas particulares, mismas que se enuncian brevemente a continuación:

· La estimativa que determinarán las autoridades fiscales tomará en cuenta los ingresos reportados por los contribuyentes en la declaración informativa del impuesto sobre la renta, correspondiente al ejercicio inmediato anterior;

· En caso de contribuyentes que inicien actividades, deberán estimar el ingreso mensual de las actividades por las que estén obligados a efectuar el pago del impuesto dentro del mes en que ello ocurra, sin incluir aquellas afectas a la tasa del cero por ciento;
· En el caso de contribuyentes que se dediquen a dos o más actividades, aplicarán el coeficiente de valor agregado que corresponda a cada actividad, al valor de las actividades por las que estén obligados al pago del impuesto, sin considerar las actividades a las que se aplique la tasa del cero por ciento;
· Las autoridades fiscales establecerán cuotas mensuales, mismas que podrán ser modificadas en condiciones particulares;
· Los contribuyentes que tributen conforme al numeral en comento podrán no llevar contabilidad y, en su lugar, llevar el registro de sus ingresos diarios efectuando la separación de las actividades por las que deba pagarse el impuesto conforme a los distintos coeficientes de valor agregado que les sean aplicables;
· No obstante lo anterior, por las erogaciones que efectúen, deberán contar con comprobantes que reúnan requisitos fiscales;
· Los contribuyentes que tributen de conformidad con dicho numeral no podrán expedir comprobantes en los que trasladen el impuesto en forma expresa y por separado;
· El pago del impuesto determinado conforme a lo dispuesto en el artículo en comento deberá realizarse por los mismos periodos y en las mismas fechas en los que se efectúe el pago del impuesto sobre la renta;
· Los contribuyentes a que se refiere dicho artículo que realicen actividades afectas a la tasa del cero por ciento, podrán optar por tributar conforme al régimen general de ley.
Pues bien, como se anticipaba, a juicio de este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el artículo en comento vulnera la garantía constitucional de proporcionalidad en materia tributaria, consagrada a través del artículo 31, fracción IV, de nuestra Ley Fundamental, atendiendo a las siguientes consideraciones.

Como puede observarse, el numeral en estudio establece un régimen particular en materia de impuesto al valor agregado para los contribuyentes que tributan en el diverso de pequeños contribuyentes, para efectos del impuesto sobre la renta.

Tal y como se ha desarrollado en un considerando previo, el régimen de pequeños contribuyentes permite que las personas físicas con actividades empresariales que realicen operaciones únicamente con el público en general, cuyos ingresos en el ejercicio inmediato anterior no hubieren excedido de un millón setecientos cincuenta mil pesos —siempre que se ejerza la opción respectiva para efectos del impuesto sobre la renta—, tributen atendiendo a una tarifa considerablemente menor a la del régimen general, pero aplicada a sus ingresos brutos, es decir, sin determinar una utilidad por el período.

En relación con los requisitos precisados, resulta importante atender a la realización de operaciones con el público en general, pues dicha circunstancia tiene una trascendental importancia en la estructura del régimen obligatorio que la Ley del Impuesto al Valor Agregado establece para efectos de este gravamen.

Conforme a las disposiciones legales aplicables, debe entenderse que una persona realiza operaciones con el público en general cuando el comprobante que ampara la operación de que se trate no reúne los requisitos a que se refiere el Código Fiscal de la Federación.

Atendiendo a los efectos legales que se desprenden de los comprobantes que reúnen requisitos fiscales —como son la posibilidad de efectuar la deducción de la erogación respectiva para efectos del impuesto sobre la renta, así como la posibilidad de acreditar el impuesto al valor agregado trasladado en forma expresa y por separado—, al hecho de que una persona adquiera un bien o le sea prestado un servicio cuya contraprestación no sea amparada en un documento que faculte la deducción del gasto y/o el acreditamiento del impuesto, la legislación tributaria mexicana le atribuye el efecto de que dicho bien o servicio no se incorpora a un proceso productivo, es decir, se trata propiamente del consumidor del bien o del servicio o, en otras palabras, del público en general.

En tal virtud, las personas que optan por tributar en el régimen de pequeños contribuyentes para efectos del impuesto sobre la renta, a fin de cumplir con los parámetros necesarios para permanecer en dicho régimen, no deben expedir comprobantes que reúnan requisitos fiscales, lo cual se traduce en la imposibilidad de trasladar en forma expresa y por separada el impuesto al valor agregado.

Atendiendo a las características del régimen, a través del artículo en comento se establecen reglas particulares para la determinación del impuesto a cargo del causante, las cuales se desentienden de la naturaleza propia del gravamen, así como de su objeto, motivo por el cual resultan violatorias de la garantía constitucional de proporcionalidad tributaria. 

En efecto, analizando el texto del numeral cuya inconstitucionalidad es reclamada, se aprecia que el impuesto al valor agregado se calcula atendiendo a una estimativa que se determina con base en los ingresos obtenidos por el causante en el ejercicio inmediato anterior y considerando un coeficiente de valor agregado que reduce la base del gravamen.

Dicha mecánica es completamente ajena a la naturaleza del impuesto al valor agregado como gravamen indirecto, pues no toma en cuenta el impuesto causado y trasladado a los clientes del contribuyente y, de igual manera, no considera el impuesto acreditable, trasladado por los proveedores del causante.

En efecto, el hecho de que el impuesto al valor agregado de las personas que tributan en el régimen de pequeños contribuyentes se calcule atendiendo al nivel de ingresos, disminuido en la medida de un “coeficiente de valor agregado” desnaturaliza por completo al gravamen, no permitiéndose su distinción de los impuestos directos, pues no existe diferencia alguna, desde un punto de vista estrictamente conceptual, entre ambos grupos.

En efecto, la mecánica para el cálculo del impuesto al valor agregado para pequeños contribuyentes resulta coincidente con las reglas generales aplicables en el caso del impuesto sobre la renta, tal y como se ilustra a continuación:

	Ingresos brutos
	Valor estimado de actividades

	Menos: Deducciones procedentes
	Por: Coeficiente de valor agregado

	Utilidad del período
	Base del impuesto al valor agregado

	Por: Tasa aplicable del impuesto
	Por:   Tasa aplicable del impuesto

	Impuesto sobre la renta a cargo
	Impuesto al valor agregado a cargo


El hecho de que las deducciones impliquen la realización de una sustracción, mientras que el coeficiente de valor agregado se aplica a través de una multiplicación, no varía la conclusión anticipada en el sentido de que no existe una diferenciación conceptual entre ambas mecánicas, considerando que, en ambos casos, se trata de elementos que disminuyen la base.

Así, las deducciones permiten determinar qué porcentaje del ingreso bruto corresponde a una utilidad base del impuesto sobre la renta, mientras que el coeficiente de valor agregado determina qué porcentaje de los ingresos brutos del contribuyente debe integrar la base del impuesto al valor agregado.

La inexistencia de diferencias conceptuales se ilustra también con el caso de las deducciones ciegas que se establecen en beneficio de algunos contribuyentes del impuesto sobre la renta, como acontece con las personas físicas que perciben ingresos por arrendamiento, caso en el cual se cuenta con una deducción del treinta y cinco por ciento del ingreso bruto, misma que bien podría denominarse “coeficiente de utilidad en arrendamiento”.

En tal virtud, el impuesto al valor agregado de los pequeños contribuyentes tiene un efecto análogo a una tasa adicional del quince por ciento —o del diez por ciento en zona fronteriza— sobre los ingresos del causante, atemperada solamente en la medida del coeficiente de valor agregado —tal y como acontecería con las deducciones del causante—, motivo por el cual puede ser calificado como un impuesto directo, tanto como lo es el impuesto sobre la renta.

En relación con lo anterior, no debe considerarse que se trata de meras disertaciones dogmáticas relacionadas con la naturaleza del gravamen, toda vez que las mismas desde luego se reflejan en vicios de inconstitucionalidad que a continuación son detallados.

En efecto, el hecho de que la estimativa del valor de actos o actividades se determine atendiendo a los ingresos del contribuyente correspondientes al último ejercicio, desvincula al objeto del gravamen en relación con el impuesto determinado en cantidad líquida, considerando que el impuesto al valor agregado se causa mensualmente, mientras que dicha estimativa permanecerá invariable durante el ejercicio corriente, independientemente de las operaciones que sean llevadas a cabo por el contribuyente.
Todo lo anterior debe ser valorado atendiendo a la mecánica particular determinada en el artículo en comento, en la que no se considera el impuesto causado y trasladado por el contribuyente a los clientes, ni el impuesto acreditable que fue trasladado al contribuyente por los proveedores, lo cual, como se ha señalado con antelación en el presente considerando, desatiende el objeto del impuesto al valor agregado, vulnerándose así la garantía constitucional de proporcionalidad en materia tributaria.

En efecto, tal y como se había precisado, la garantía de proporcionalidad tributaria exige que, en el caso particular del impuesto al valor agregado, como regla general, se vincule el objeto del gravamen, considerando los factores de la producción inherentes a la naturaleza del impuesto, con la cantidad líquida que se ha de cubrir por dicho concepto. 

Lo anterior, se logra atendiendo al impuesto causado, al impuesto acreditable y a la propia figura jurídica del acreditamiento, tal y como se expone a continuación.

La colocación en el mercado de determinado bien generalmente se logra a través de varias etapas en lo que se conoce como el proceso de producción-distribución, que puede comprender tanto actividades de fabricación, como de distribución y comercialización, incluida en estas últimas la prestación de servicios.

En cada etapa de este proceso se agrega valor al producto, sea éste bien o servicio. Por valor agregado, debe entenderse el valor que un productor —cualquiera que sea su actividad, ya sea de manufactura, distribución, ventas, etcétera— añade a sus materias primas o a sus adquisiciones, antes de vender el nuevo o mejorado producto o servicio. Consecuentemente, los insumos —materia prima, transporte, renta, publicidad, etcétera— son adquiridos, se paga a la gente un salario para trabajar en ellos y se incurre en costos para su mantenimiento o modificación, de tal manera que, cuando el bien final es vendido o el servicio final es prestado, la contraprestación incluye dichos factores, así como la utilidad que corresponda.

En tal virtud, la diferencia entre el precio al que un determinado productor compró un bien, y el precio al que lo vendió, está integrada por los salarios que el productor pagó para mejorar, modificar, industrializar o distribuir el bien o servicio de que se trate, más la utilidad que dicho producto obtendrá por las referidas actividades de mejora, modificación, industrialización o distribución, entre otras.

El valor añadido corresponde, entonces, al valor del producto que se obtiene en cada etapa, menos el costo de los productos intermedios de etapas anteriores, adquiridos como insumo del nuevo producto. Precisamente, es dicho valor añadido el objeto del impuesto al valor agregado y, en el ordenamiento jurídico mexicano, el fisco debe recibir el impuesto que corresponde al mismo, según la tasa de gravamen aplicable.

En este contexto, debe apreciarse que es la figura jurídica del acreditamiento la que permite cumplir con el objeto del gravamen y, por ende, es por su conducto que se logra mantener una vinculación entre el objeto y el monto del impuesto a enterar, tal y como es exigido por la garantía constitucional de proporcionalidad tributaria. 

En efecto, el tributo en comento grava el valor que es agregado por los contribuyentes en la realización de ciertos actos o actividades en territorio nacional, lo cual se consigue si, para efectos de la determinación del pago correspondiente, se considera el impuesto causado y trasladado a sus clientes por el sujeto pasivo del gravamen, disminuido en la medida del impuesto que a éste le fue a su vez trasladado por los proveedores de bienes y servicios, es decir, del impuesto acreditable.

Si el gravamen fuera cubierto atendiendo exclusivamente al impuesto causado y efectivamente trasladado a los clientes del contribuyente, se trataría de un impuesto al consumo gravado en cascada, como lo era el impuesto federal sobre ingresos mercantiles, antecedente histórico del actual impuesto al valor agregado.

Por el contrario, contemplando la figura jurídica del acreditamiento, se puede apreciar que ésta tiene como efecto que, al disminuir del impuesto trasladado por el causante, el impuesto acreditable que a éste le fue trasladado, el contribuyente termina efectuando una aportación a los gastos públicos que equivale precisamente al valor que éste agrega en la producción del bien, en la prestación del servicio, etcétera —sin considerar desde luego las distensiones que afectan al gravamen, como lo son la tasa cero y las exenciones del impuesto—.

Lo anterior se podrá apreciar con claridad a través de un simple ejemplo: considérese el caso de un productor “A”, que enajena un bien determinado a un distribuidor “B” a un precio de veinte pesos, a los cuales se adicionan tres pesos por concepto de impuesto al valor agregado; y considerando que dicho distribuidor “B”, tras añadir valor al bien, lo enajena al consumidor “C” en sesenta pesos, más nueve pesos de impuesto al valor agregado. 

En este supuesto, “B” considera el impuesto que él causa por la venta a “C”, mismo que asciende a nueve pesos; a dicho monto, debe restar los tres pesos correspondientes al impuesto acreditable, es decir, al monto trasladado por “A” a “B”. De esta manera, el impuesto a cargo de “B” asciende a seis pesos.

Dicho monto de seis pesos equivale a un quince por ciento sobre el valor agregado de cuarenta pesos, determinado considerando la diferencia entre el precio de adquisición y el de venta. Como puede apreciarse, es a través del acreditamiento que se logra que el gravamen a enterar efectivamente se determine en razón del valor agregado en la etapa de producción de que se trate.

En tal virtud, resulta trascendental la importancia de la figura jurídica del acreditamiento en la vinculación entre el objeto del impuesto y la cantidad líquida a enterar, es decir, en la determinación del carácter proporcional del impuesto al valor agregado.

En este contexto, la inconstitucionalidad del artículo 2o.-C de la Ley del Impuesto al Valor Agregado se pone de manifiesto en la medida en la que la mecánica de determinación del impuesto pasa por alto elementos esenciales del gravamen, como imposición indirecta que recae sobre el valor añadido en el proceso de producción-distribución.

En efecto, tal y como se ha detallado a lo largo del presente considerando, el numeral en comento atenta contra la garantía constitucional de proporcionalidad tributaria, pues la mecánica descrita en el mismo se encuentra viciada por completo, tanto conceptualmente, como en el propio procedimiento de determinación del monto del gravamen.

A manera de recapitulación, deben tomarse en cuenta los vicios de inconstitucionalidad evidenciados por el artículo 2o.-C de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, descritos con antelación:

· Dicho numeral pasa por alto la naturaleza del gravamen como impuesto indirecto, pues el monto a enterar no se determina atendiendo al impuesto causado y trasladado, disminuido en la medida del impuesto acreditable;

· Lo anterior igualmente implica que el impuesto se determine atendiendo a la manifestación de riqueza o al incremento patrimonial del contribuyente de iure, como si se tratara de un impuesto directo, pasando por alto que quien debe soportar la imposición indirecta es el patrimonio que a su vez soporta el consumo, es decir, el del contribuyente de facto;

· La estimativa de valor de actos o actividades se determina atendiendo a los ingresos del contribuyente de iure, los cuales no guardan relación alguna con el objeto del impuesto, considerando un período distinto al corriente, con lo cual se desvincula al impuesto que se calcula, de las operaciones que efectivamente resulten relevantes para efectos del impuesto al valor agregado;

· La mecánica de cálculo que se desprende del referido artículo 2o.-C no permite atender al objeto propio del gravamen considerando el valor que se añade en las distintas etapas del proceso de producción y distribución, lo cual se logra atendiendo a la diferencia entre el impuesto causado y el acreditable, tomando en cuenta que la figura jurídica del acreditamiento posibilita que la imposición se determine considerando la diferencia entre los precios de adquisición y de compra, es decir, sobre el valor agregado;

· Inclusive, debe apreciarse que el propio numeral expresamente establece que los contribuyentes no tendrán derecho al acreditamiento del impuesto al valor agregado, y ello a pesar de que, tal y como se ha evidenciado, es a través de la figura jurídica del acreditamiento que se salvaguarda la garantía constitucional de proporcionalidad.

En efecto, a lo largo del presente considerando se han evidenciado diversos vicios que afectan la validez constitucional de dicho numeral, desde la perspectiva de la garantía de proporcionalidad en materia tributaria, mas todos ellos pueden reducirse a una desvinculación entre el objeto del gravamen y el impuesto determinado en cantidad líquida, conforme a la mecánica descrita en el artículo 2o.-C de la Ley del Impuesto al Valor Agregado vigente para dos mil cuatro.

De esta manera, dicho numeral evidencia su carácter inconstitucional, al establecer un gravamen que pasa por alto la naturaleza del impuesto al valor agregado como impuesto indirecto, lo cual se traduce finalmente en que el objeto del gravamen —el valor que es agregado por los contribuyentes en la realización de ciertos actos o actividades en territorio nacional—, pierda toda relación con la cantidad líquida que se determine por concepto del impuesto.
En tal virtud, queda de manifiesto la violación a la garantía de proporcionalidad en materia tributaria, establecida por el artículo 31, fracción IV, constitucional, evidenciándose la inconstitucionalidad del artículo 2o.-C de la Ley del Impuesto al Valor Agregado vigente para dos mil cuatro, motivo por el cual resulta procedente confirmar la sentencia recurrida, otorgándose a la parte quejosa del amparo y protección de la Justicia Federal.
La protección constitucional se otorga hasta en tanto no se reforme el artículo 2o.-C de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, en términos de la tesis 112/99, sustentada por el Pleno de este Alto Tribunal, que es del siguiente tenor literal:

“AMPARO CONTRA LEYES. SUS EFECTOS SON LOS DE PROTEGER AL QUEJOSO CONTRA SU APLICACIÓN PRESENTE Y FUTURA.  El principio de relatividad de los efectos de la sentencia de amparo establecido en los artículos 107, fracción II, constitucional y 76 de la Ley de Amparo, debe interpretarse en el sentido de que la sentencia que otorgue el amparo tiene un alcance relativo en la medida en que sólo se limitará a proteger al quejoso que haya promovido el juicio de amparo. Sin embargo, este principio no puede entenderse al grado de considerar que una sentencia que otorgue el amparo contra una ley sólo protegerá al quejoso respecto del acto de aplicación que de la misma se haya reclamado en el juicio, pues ello atentaría contra la naturaleza y finalidad del amparo contra leyes. Los efectos de una sentencia que otorgue el amparo al quejoso contra una ley que fue señalada como acto reclamado son los de protegerlo no sólo contra actos de aplicación que también haya impugnado, ya que la declaración de amparo tiene consecuencias jurídicas en relación con los actos de aplicación futuros, lo que significa que la ley ya no podrá válidamente ser aplicada al peticionario de garantías que obtuvo la protección constitucional que solicitó, pues su aplicación por parte de la autoridad implicaría la violación a la sentencia de amparo que declaró la inconstitucionalidad de la ley respectiva en relación con el quejoso; por el contrario, si el amparo le fuera negado por estimarse que la ley es constitucional, sólo podría combatir los futuros actos de aplicación de la misma por los vicios propios de que adolecieran. El principio de relatividad que sólo se limita a proteger al quejoso, deriva de la interpretación relacionada de diversas disposiciones de la Ley de Amparo como son los artículos 11 y 116, fracción III, que permiten concluir que en un amparo contra leyes, el Congreso de la Unión tiene el carácter de autoridad responsable y la ley impugnada constituye en sí el acto reclamado, por lo que la sentencia que se pronuncie debe resolver sobre la constitucionalidad de este acto en sí mismo considerado; asimismo, los artículos 76 bis, fracción I, y 156, que expresamente hablan de leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; y, finalmente, el artículo 22, fracción I, conforme al cual una ley puede ser impugnada en amparo como autoaplicativa si desde que entra en vigor ocasiona perjuicios al particular, lo que permite concluir que al no existir en esta hipótesis acto concreto de aplicación de la ley reclamada, la declaración de inconstitucionalidad que en su caso proceda, se refiere a la ley en sí misma considerada, con los mismos efectos antes precisados que impiden válidamente su aplicación futura en perjuicio del quejoso. Consecuentemente, los efectos de una sentencia que otorga la protección constitucional al peticionario de garantías en un juicio de amparo contra leyes, de acuerdo con el principio de relatividad, son los de proteger exclusivamente al quejoso, pero no sólo contra el acto de aplicación con motivo del cual se haya reclamado la ley, si se impugnó como heteroaplicativa, sino también como en las leyes autoaplicativas, la de ampararlo para que esa ley no le sea aplicada válidamente al particular en el futuro.

(Novena época. Instancia: Pleno. Fuente Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: X, noviembre de 1999. Página 99).”
En las relatadas condiciones, y toda vez que ha resultado procedente confirmar el otorgamiento de la protección constitucional, resulta innecesario el estudio de los argumentos jurídicos planteados por la autoridad recurrente, a través de los cuales se aduce, adicionalmente, que el artículo 2o.-C de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, no vulnera las garantías constitucionales de equidad y legalidad.

Lo anterior, en razón de que dicho análisis a nada práctico conduciría, en la medida en la que, aun de resultar fundadas las argumentaciones precisadas, no variaría el sentido del presente fallo, al haber sido desestimado el agravio a través del cual se defendía la constitucionalidad de dicho numeral, desde la perspectiva de la garantía de proporcionalidad en materia tributaria.

QUINTO.- En virtud de lo anterior, al haberse declarado la inconstitucionalidad del artículo 2o.-C de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, en vigor a partir del primero de enero de dos mil cuatro, por estimar que transgrede el principio de proporcionalidad tributaria que prevé el artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, procede analizar los diversos argumentos que hizo valer la autoridad recurrente, por medio de los agravios tercero, cuarto y quinto, en lo que concierne a los efectos del otorgamiento de la protección constitucional.

Tal y como se precisó con antelación, a través del agravio tercero, la recurrente afirma que el fallo es violatorio del principio de congruencia exigido por la ley de la materia, ya que estima que no se puede otorgar el amparo al quejoso para el efecto de que tribute bajo el régimen general, siendo que desde el primer momento el contribuyente pudo haber ejercido la opción de hacerlo libremente, y no mediante una sentencia.

Asimismo, a través del cuarto agravio, la autoridad argumentó que no sería posible concretar los efectos del amparo, atendiendo a que no se podría devolver cantidad alguna, en caso de que los quejosos hubieren optado por tributar bajo el régimen general, toda vez que el quejoso no habría cuestionado la constitucionalidad del régimen general y, por ende, el juzgador no sólo no habría realizado un análisis de la constitucionalidad de dicho régimen general, sino que se encontraría impedido para hacerlo.

De igual manera, el recurrente plantea que la devolución sería contraria a lo prescrito por el artículo 22 del Código Fiscal de la Federación. En tal virtud, aduce que el derecho a la restitución de montos enterados por concepto de impuesto al valor agregado, correspondería a los consumidores finales, clientes del quejoso. Consecuentemente, la autoridad recurrente considera que el efecto correcto de la sentencia de amparo sería que la parte quejosa se encontrara obligada a pagar el impuesto a su cargo conforme al régimen general, y no el de exentarla del pago como, a su juicio, erróneamente lo considera el A quo.

En esta misma línea, a través del agravio quinto, la autoridad recurrente arguye que la sentencia combatida estaría otorgando al quejoso un derecho consistente en una exención, lo cual es facultad exclusiva del legislador, con lo cual, a su juicio, se contraviene el artículo 28 constitucional.

A juicio del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, dichos argumentos resultan infundados por una parte, e inoperantes por la otra, en atención a las siguientes consideraciones.

A) Resulta infundado el argumento planteado por la autoridad recurrente, en lo que concierne a la supuesta incongruencia del fallo combatido, toda vez que, contrariamente a lo aducido, por regla general, los contribuyentes del régimen de pequeños no contaban con la opción de tributar en el régimen general, salvo en aquellos casos en los que realizaran actos o actividades afectos a la tasa del cero por ciento.

En tal virtud, resulta claro que si el artículo 2o.-C de la Ley del Impuesto al Valor Agregado únicamente otorga dicha opción a ciertos contribuyentes —los que realicen actos gravados a la tasa del cero por ciento—, todos los demás que no se cuenten en dicho universo no podrían voluntariamente elegir que la contribución a su cargo se determinara atendiendo al sistema tradicional de traslado y acreditamiento, imperante en el régimen general del tributo en comento.

Consecuentemente, el otorgamiento de la protección constitucional válidamente puede traducirse en la desincorporación de la esfera jurídica del quejoso, de las obligaciones derivadas del artículo 2o.-C de la Ley del Impuesto al Valor Agregado —como lo señala el A quo— y, en caso de que el causante previamente hubiere optado por tributar en el régimen general —es decir, en caso de que, siendo un contribuyente que efectuara actos o actividades afectos a la tasa del cero por ciento, hubiere ejercido la opción precisada—, tendría expedito el derecho a solicitar la devolución de las cantidades correspondientes.

B) Por otro lado, resulta inoperante lo aducido por la autoridad recurrente a través de los agravios cuarto y quinto, en el sentido de que la concesión del amparo no podría dar lugar a la exención del causante, para efectos del impuesto al valor agregado.

Es cierto que la obligación tributaria se genera para el causante con base en el artículo 1° de la Ley del Impuesto al Valor Agregado —al realizar en territorio nacional los actos o actividades señalados como relevantes para efectos de dicho gravamen—, y no en términos del artículo cuya constitucionalidad se reclama, toda vez que éste simplemente establece una modalidad para el pago del gravamen, aplicable para las personas que, para efectos del impuesto sobre la renta, son considerados pequeños contribuyentes.

Sin embargo, debe apreciarse que el juzgador de primera instancia no otorgó la protección constitucional para el efecto de que se exente al causante —es decir, para que fuera excluido de los supuestos generales de causación—, sino que se limitó a señalar que la protección constitucional se otorgaba a fin de que se desincorporaran de la esfera jurídica del quejoso las obligaciones derivadas del numeral reclamado.

C) Finalmente, se precisa que resulta infundado el diverso argumento planteado por la recurrente a través del agravio cuarto, en el sentido de que no resultaría procedente la devolución de las cantidades enteradas por concepto de impuesto al valor agregado, en atención a las siguientes consideraciones.

En efecto, si bien es cierto que el impuesto al valor agregado es un impuesto indirecto, la devolución de las cantidades enteradas por concepto de dicho gravamen con antelación a la emisión del presente fallo, sí son susceptibles de ser reintegradas al causante, en caso de que se acrediten los requisitos a que se refiere el artículo 22 del Código Fiscal de la Federación.

Al respecto, debe tomarse en cuenta que, al no guardar relación alguna el monto que enteran los pequeños contribuyentes, con los actos y actividades que grava el impuesto al valor agregado, ni tampoco con la naturaleza propia de los impuestos indirectos, toda vez que el pago del tributo lo realiza el propio contribuyente a partir de los ingresos que obtuvo en el ejercicio inmediato anterior, sí podría resultar procedente la devolución de las cantidades, que en su caso, hubiere enterado la parte quejosa por concepto de dicho gravamen, de cumplirse los requisitos establecidos por la normatividad aplicable, de ahí que resulten infundados los argumentos que hizo valer la autoridad recurrente en ese sentido, a través de su escrito de expresión de agravios.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO.- Queda firme el primer punto resolutivo del fallo que se revisa, en términos del considerando segundo de esta resolución.

SEGUNDO.- En la materia de la revisión, se confirma la sentencia recurrida.

TERCERO.- La Justicia de la Unión ampara y protege a **********, en contra de las autoridades y por los actos que quedaron precisados en el resultando primero de esta ejecutoria.

Notifíquese y cúmplase; con testimonio de la presente ejecutoria, vuelvan los autos al lugar de su origen y en su oportunidad archívese el expediente.

Así lo resolvió el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión celebrada el martes once de enero de dos mil cinco, por unanimidad de once votos se aprobó el resolutivo Primero; por mayoría de seis votos de los señores Ministros Aguirre Anguiano, Cossío Díaz, Luna Ramos, Góngora Pimentel, Gudiño Pelayo y Valls Hernández se resolvió confirmar la sentencia recurrida y conceder el amparo al quejoso; los señores Ministros Díaz Romero, Ortiz Mayagoitia, Sánchez Cordero, Silva Meza y Presidente Azuela Güitrón votaron en contra, y a favor de los resolutivos Segundo y Tercero del proyecto, en los que se proponía “SEGUNDO.- En la materia de la revisión, se revoca la sentencia recurrida. TERCERO.- Se sobresee en el presente juicio de garantías, en relación con las autoridades y los actos que quedaron precisados en el resultando primero de esta ejecutoria”.

El señor Ministro Presidente Mariano Azuela Güitrón declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados.

En virtud de que el señor Ministro José Ramón Cossío Díaz manifestó su disposición para formular el engrose correspondiente, se le confirió tal encargo.

Firman los señores Ministros Presidente y Comisionado para elaborar el engrose, con el Secretario General de Acuerdos que autoriza y da fe.

MINISTRO PRESIDENTE:

MARIANO AZUELA GÜITRÓN.

MINISTRO COMISIONADO PARA

ELABORAR EL ENGROSE:

JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ.

SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS:

LIC. JOSÉ JAVIER AGUILAR DOMÍNGUEZ.
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
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